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 SE DICTA SENTENCIA DEFINITIVA. 
 
 
 Guadalajara, Jalisco, a 26 VEINTISEIS DE ABRIL DEL 2018 DOS MIL DIECIOCHO.  
 
 
 V I S T O S los autos para resolver en Sentencia Definitiva el juicio en materia administrativa 
radicado con el número de expediente 1713/2016, promovido por el ciudadano 
******************************, en su carácter de GERENTE GENERAL de la sociedad Mercantil 
denominada “GDLEASING S.A. DE C.V.” , en contra de las autoridades SECRETARIO DE MOVILIDAD, 
el SECRETARIO DE PLANEACIÓN, ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, AMBOS DEL GOBIERNO DEL 
ESTADO DE JALISCO, y al DIRECTOR DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE DEL H. AYUNTAMIENTO 
CONSTITUCIONAL DE GUADALAJARA, JALISCO; y  
 
 

R E S U L T A N D O: 
 

1. Mediante auto de fecha 23 VEINTITRÉS DE AGOSTO DEL AÑO 2016 DOS MIL DIECISÉIS, 
se tuvo por presentado el escrito signado por ******************************, en su carácter de GERENTE 
GENERAL de la sociedad Mercantil denominada “GDLEASING S.A. DE C.V.”, y por el cual pretendió 
interponer juicio de nulidad en materia administrativa, motivo por el cual se requirió a la parte actora para 
que dentro del término de 3 TRES DIAS, exhibiera el documento idóneo con el cual pretendiera acreditar 
su interés jurídico, apercibido que de no hacerlo, se desecharía de plano la demanda intentada.  
 
 2. Por auto de fecha 3 TRES DE OCTUBRE DEL AÑO 2016 DOS MIL DIECISÉIS, se recibió el 
escrito signado por el ciudadano ******************************, en su carácter de GERENTE GENERAL de 
la sociedad Mercantil denominada “GDLEASING S.A. DE C.V.”, por medio del cual se le tuvo en tiempo 
y forma cumpliendo con el requerimiento efectuado por este Juzgador, por lo tanto se tuvo en tiempo y 
forma interponiéndose juico en materia administrativa, mismo que se admitió teniéndose como las 
autoridades demandadas a SECRETARIO DE MOVILIDAD, el SECRETARIO DE PLANEACIÓN, 
ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, AMBOS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE JALISCO, y al 
DIRECTOR DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE DEL H. AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL DE 
GUADALAJARA, JALISCO, y teniéndose como actos administrativos impugnados, los siguientes: 
 

 
“…Los conceptos de infracciones, multas, recargos y gastos de 

ejecución que se desprenden de los “Recibos Oficiales de pago” 

respecto del automotor con número de placas JMB7757 y número de 

serie MEX5G2609FT079333. Se le tiene solicitando: La devolución del pago 

de los diversos actos impugnados, efectuado en la Oficina de 

Recaudación Fiscal de la Secretaría de Planeación, Administración 

y Finanzas del Gobierno del Estado de Jalisco, mediante los 

Recibos Oficiales de pago numeros A29627518 y A29627519, con sello 

de fecha 05 cinco de julio de 2016 respectivamente…”.  

 
 

 Asimismo por estar ajustadas a derecho y no ser contrarias a la moral ni a las buenas 
costumbres, se admitieron la totalidad de las pruebas ofrecidas por la parte actora, mismas que se 
tuvieron por desahogadas dada su propia naturaleza. Se requirió a las autoridades demandadas para que 
remitieran a esta Sala las copias certificadas de las resoluciones impugnadas, apercibidas que de no 
hacerlo se le tendrían por ciertos los hechos que el actor pretendía probar con dicho documento. Con las 
copias simples del escrito de demanda y anexos se ordenó emplazar a las autoridades demandadas para 
que dentro del término de 10 DIEZ días produjera contestación a la demanda instaurada en su contra 
apercibidas que de no hacerlo así se les tendrían por ciertos los hechos que el actor les imputó de 
manera precisa salvo que por las pruebas rendidas o hechos notorios resultasen desvirtuados.  
 
 
 3. Por auto de fecha 4 CUATRO DE ABRIL DEL AÑO 2017 DOS MIL DIECISIETE, se recibió el 
escrito presentado por el ciudadano JOSÉ ALBERTO GARCÍA RAMOS, quien se ostentó en su carácter 
de DIRECTOR JURÍDICO DE INGRESOS DE LA PROCURADURÍA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE 
PLANEACIÓN, ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE JALISCO, por 
medio del cual se le tuvo en representación de la citada Secretaría, produciendo contestación en tiempo y 
forma a la demanda y por no ser contrarias a la moral ni a las buenas costumbres se admitieron la 
totalidad de las pruebas ofrecidas, las cuales se tuvieron por desahogadas en esos momentos por su 
propia naturaleza. 
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En el mismo tenor de ideas, se recibió el escrito presentado por la ciudadana ANNA BARBARA 
CASILLAS GARCÍA, quien se ostentó en su carácter de SÍNDICO DEL H. AYUNTAMIENTO 
CONSTITUCIONAL DE GUADALAJARA, JALISCO, carácter que se le reconoció por ostentar tratarse 
de un cargo de elección popular y por medio del cual se le tuvo en representación de la Dirección de 
Movilidad y Transporte del H. Ayuntamiento de Guadalajara, Jalisco, produciendo contestación en tiempo 
y forma a la demanda y por no ser contrarias a la moral ni a las buenas costumbres se admitieron la 
totalidad de las pruebas ofrecidas, las cuales se tuvieron por desahogadas en esos momentos por su 
propia naturaleza. 

 
Se advirtió que el SECRETARIO DE MOVILIDAD DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE JALISCO 

NO DIO CONTESTACIÓN A LA DEMANDA interpuesta en su contra por lo que se le hizo efectivo el 
apercibimiento contenido en el auto admisorio, teniéndosele por no contestada la demanda, en 
consecuencia por ciertos los hechos que el actor le imputó de manera precisa, salvo que por las pruebas 
rendidas o por hechos notorios resultaren desvirtuadas, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
42 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco. 

 
Consecuentemente, con las copias simples de los escritos de contestación se ordenó correr 

traslado a la parte actora para que en el término de 5 CINCO días manifestara lo que a su derecho 
correspondiera. Finalmente, se le tuvo atendiendo al requerimiento efectuado por auto admisorio y se le 
tuvo remitiendo copias certificadas de diversas resoluciones impugnadas en el presente juicio respecto de 
la cual se concedió al actor el término de 10 DIEZ días para que ampliara su demanda. 
 

4. Finalmente, por auto de fecha 2 DOS DE FEBRERO DEL AÑO 2018 DOS MIL DIECIOCHO, 
visto el estado procesal de autos se desprendió que la parte actora no formuló ampliación a la demanda, 
por lo que se le tuvo por perdido el derecho para tal efecto. Así mismo, y en virtud que no había cuestión 
alguna pendiente por resolver, ni pruebas por desahogar, se dio vista a las partes para que en el término 
de 3 TRES días formularan por escrito sus alegatos y habiendo transcurrido dicho periodo, se ordenó 
poner los autos a la vista del Magistrado Presidente de esta Sexta Sala Unitaria, para dictar Sentencia 
Definitiva; y  

 
 

C O N S I D E R A N D O: 
 
 
 I. COMPETENCIA. Esta Sexta Sala Unitaria del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 
Jalisco, es competente para conocer y resolver de la presente controversia, de conformidad a lo 
establecido por los artículos 52, 56, 57, 65, 67 y concordantes de la Constitución Política del Estado de 
Jalisco; 1, 2, 3, 4, 5, 10 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado; 1, 2, 3, 4, 6, 
9, 31, 35, 36, 37, 39, 42, 43, 44, 48, 57, 58, 72, 73 y 74 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 
Jalisco. 
 
 
 II. PERSONALIDAD. La personalidad de la parte actora, el ciudadano ******************************, 
en su carácter de GERENTE GENERAL de la sociedad Mercantil denominada “GDLEASING S.A. DE 
C.V.”, quedó debidamente acreditada en autos, toda vez que exhibió copia certificada de la póliza número 
***, de fecha ****************************************************, levantada ante la fe del Licenciando 
**********************, Corredor Publico número ** de Jalisco, conformidad con lo dispuesto por el artículo 
36, fracción II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco.  
 

La personalidad de las autoridades demandadas SECRETARÍA DE PLANEACIÓN 
ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE JALISCO, y DIRECTOR DE 
MOVILIDAD Y TRANSPORTE DEL H. AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL DE GUADALAJARA, 
JALISCO, acreditaron debidamente su personalidad, pues los funcionarios comparecientes, JOSÉ 
ALBERTO GARCÍA RAMOS y ANNA BÁRBARA CASILLAS GARCÍA, quienes se ostentaron como, 
DIRECTOR JURÍDICO DE INGRESOS DE LA PROCURADURÍA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE 
PLANEACIÓN, ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE JALISCO y 
SINDICO DEL AYUNTAMIENTO DE GUADALAJARA, JALISCO, mismos que acreditaron el primero de 
ellos al exhibir la copia debidamente certificada de su nombramiento en términos de lo dispuesto por los 
artículos 4, primer párrafo, fracción II, 54, primer párrafo, fracción V, 89, 90, 91, primer párrafo, 
fracción II, 93 primer párrafo, fracciones I y VII, del Reglamento Interno de la Secretaria de Planeación, 
Administración y Finanzas del Gobierno del Estado de Jalisco, y al segundo de ellos toda vez que se trata 
de una autoridad electa popularmente en términos de lo dispuesto por los artículos 41 y 42 fracción XVII 
del Reglamento de la Administración Pública Municipal de Guadalajara, lo anterior de conformidad con lo 
establecido por el artículo 44 fracción II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, y por 
ello se le tuvo en representación legal de la demandada de referencia.  
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En cuanto a lo que ve a la personalidad de SECRETARIO DE MOVILIDAD DEL GOBIERNO 
DEL ESTADO DE JALISCO no quedó acreditada en autos, pues no dio contestación a la demanda 
instaurada en su contra, ello en términos de lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley de Justicia 
Administrativa del Estado de Jalisco. 
 
 
 III. VÍA. La Vía Administrativa elegida por el Actor es la indicada, toda vez que se trata de combatir 
un acto administrativo de autoridad, de conformidad en lo previsto por los artículos 1º, 2º, 9º y demás 
relativos y aplicables de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco. 
 
 
 IV. ACCIÓN. La acción puesta en ejercicio por el Actor se encuentra debidamente prevista en el 
artículo 1º de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, además de que tomando en 
consideración la existencia de los actos o resoluciones que obran en el propio expediente.  
 
 
 V. CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN Y MEDIOS DE DEFENSA. Tanto los conceptos de 
impugnación, como los medios de defensa que hicieron valer las Autoridades Demandadas, no se 
transcriben por economía procesal, los cuales se tienen por reproducidos como si a la letra se insertasen 
en la presente resolución, siendo aplicable la siguiente Jurisprudencia, misma que se transcribe y que a la 
letra dice: 
 
 

“No. Registro: 196,477 

Jurisprudencia 

Materia(s): Común 

Novena Época 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

VII, Abril de 1998 

Tesis: VI.2o. J/129 

Página: 599 

 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. 

El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de 

violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido 

disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no 

hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal 

transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de 

indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para 

recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, 

en su caso, la ilegalidad de la misma. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 

 
 
 VI. MEDIOS DE CONVICCIÓN OFERTADOS POR LAS PARTES. Enumeración y valoración de 
las pruebas aportadas por cada una de las partes, mismas que han sido previamente admitidas por esta 
Sexta Sala Unitaria a través de los acuerdos correspondientes.  
 
a) Pruebas ofertadas por la parte actora 
 

1. Documental Pública: Consistente en los Recibos Oficiales de Pago con números de 
folios A29627518 y A29627519, a las que se les otorga pleno valor probatorio de 
conformidad con lo establecido por los numerales 403 y 413 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, de aplicación supletoria a la Ley de Justicia 
Administrativa del Estado de Jalisco.  
 
2. Documental Pública: Consistente en la copia certificada de la Póliza número ***, de 
fecha ***************************************************, levantada ante la fe del Licenciado 
********************** corredor Publico número ** de Jalisco, con la cual acredita la 
personalidad con la cual comparece, y a la que se le otorga pleno valor probatorio de 
conformidad con lo establecido por los numerales 403 y 413 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, de aplicación supletoria a la Ley de Justicia 
Administrativa del Estado de Jalisco.  
 
3. Documental Pública: Consistente en la copia certificada de la Factura con número 
EFN000007153, expedida a favor de la sociedad actora, misma con la cual acredita su 
interés jurídico y a la que se le otorga pleno valor probatorio de conformidad con lo 
establecido por los numerales 403 y 413 del Código de Procedimientos Civiles del Estado 
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de Jalisco, de aplicación supletoria a la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 
Jalisco.  
 
4. Presunción Legal y Humana: Medio a la que se le otorga valor probatorio, de 
conformidad con lo previsto por los artículos 415 y 417 del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado de Jalisco, aplicado de manera supletoria a la Ley de Justicia 
Administrativa del Estado de Jalisco.  
 
5. Instrumental de Actuaciones: Probanza a la que se le otorga valor probatorio de 
conformidad con el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 
Jalisco, de aplicación supletoria a la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco.  
 

 
b) Pruebas ofertadas por la Autoridad demandada de la Secretaría de Planeación, Administración y 
Finanzas del Estado de Jalisco. 

 
1. Documental Pública: Consistente en la copia certificada del nombramiento con 
número de folio 3 2016 8933 expedido por el C. Secretario de Planeación, Administración 
y Finanzas del Gobierno del Estado de Jalisco, con la que se acredita su carácter y en 
representación de la citada Secretaria, al que se le otorga pleno valor probatorio de 
conformidad con los numerales 399 y 400 del Código de Procedimientos Civiles del 
Estado de Jalisco, de aplicación supletoria a la Ley de Justicia Administrativa del Estado 
de Jalisco. 

 
2. Documental Pública: Consistente en el Requerimiento identificada con el número de 
folio M615004135036, M616004024102, M616004024267 y M416004062847, y que 
constituyen las resoluciones administrativas impugnadas mediante el presente juicio, a las 
que se les otorga pleno valor probatorio de conformidad con lo establecido por los 
numerales 399 y 400 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, de 
aplicación supletoria a la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, pero que les 
resultan ineficaces para acreditar sus excepciones en el presente juicio.  

 
3. Presuncional Legal y Humana; La cual hizo consistir en las presunciones tanto 
legales como humanas que sean tendientes a favorecer sus intereses, prueba esta que si 
bien fue admitida en autos, la misma falta al cumplimiento de lo estipulado por los 
artículos 35 fracción VIII  de la Ley de Justicia Administrativa en relación con el 417 del 
Código de Procedimientos Civiles, ambos cuerpos de leyes del Estado de Jalisco, pues no 
se precisa cual es el hecho demostrado y aquel que se trata de deducir y el enlace preciso 
existente entre uno y otro, por lo que no se le otorga valor probatorio. 
 
4. Instrumental de Actuaciones; Consistente en todas las actuaciones dentro del 
presente procedimiento, ahora bien, toda vez que la oferente no precisó qué actuación en 
concreto le beneficiaba y los hechos controvertidos que pretende demostrar con la misma 
dicha probanza carece de valor probatorio. 
 
 

c) Pruebas ofertadas por la Autoridad demandada del H. Ayuntamiento de Guadalajara, Jalisco. 
 
 

1. Presuncional Legal y Humana; La cual hizo consistir en las presunciones tanto 
legales como humanas que sean tendientes a favorecer sus intereses, prueba esta que si 
bien fue admitida en autos, la misma falta al cumplimiento de lo estipulado por los 
artículos 35 fracción VIII  de la Ley de Justicia Administrativa en relación con el 417 del 
Código de Procedimientos Civiles, ambos cuerpos de leyes del Estado de Jalisco, pues no 
se precisa cual es el hecho demostrado y aquel que se trata de deducir y el enlace preciso 
existente entre uno y otro, por lo que no se le otorga valor probatorio. 
 
2. Instrumental de Actuaciones; Consistente en todas las actuaciones dentro del 
presente procedimiento, ahora bien, toda vez que la oferente no precisó qué actuación en 
concreto le beneficiaba y los hechos controvertidos que pretende demostrar con la misma 
dicha probanza carece de valor probatorio. 
 

 
 VII. ESTUDIOS DE LA ACCIÓN Y DE LOS MEDIOS DE DEFENSA. Previo a entrar al estudio 
del fondo de la Litis planteada esta Sexta Sala Unitaria, con fundamento en lo establecido por el articulo 
30 último párrafo de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, el cual dispone: “el 
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sobreseimiento se podrá decretar en cualquiera etapa procesal, incluyendo la sentencia definitiva” se 
avoca al estudio de la primera causal de improcedencia hecha valer por la autoridad demandada, 
SECRETARIA DE PLANEACION, ADMINISTRACION Y FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO 
DE JALISCO y manifiesta en esencia que se actualiza la causal de improcedencia que se contiene en el 
artículo 29 fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado en relación con lo establecido 
por las fracciones I y II) del trasunto artículo 67 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Jalisco misma que fue vigente y aplicable al momento en que inicio el presente juico, las Salas del 
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco podrán conocer de los juicios instaurados en 
contra de las resoluciones dictadas por cualquiera de las autoridades fiscales del Estado o municipales, y 
de sus organismos fiscales autónomos, en las que se determine la existencia de una obligación fiscal, se 
fije ésta en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación; como en la especie acontece, 
mediante la imposición de multa y Requerimiento de Pago impugnado, y en consecuencia, se actualiza el 
supuesto de definitividad exigido por el precepto normativo referido previamente. 
 

Ahora por lo que ve a la segunda causal de improcedencia hecha valer por a autoridad citada 
anteriormente que se hizo consistir en la hipótesis jurídica prevista por la fracción II inciso a) del artículo 
3° de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, respecto de la cual, sostiene esencialmente 
que no le reviste el carácter de autoridad demandada en virtud de no haber emitido, ordenado o tratado 
de ejecutar los actos impugnados, al respecto esta sala encuentra inoperante la causal de improcedencia 
en estudio, en virtud que la acción ejercitada por la actora, versa sobre las Cedulas de infracción 
impugnadas, por ende al haber efectuando la ciudadana actora el entero derivado de las infracciones 
consignadas en las cedulas de notificación impugnadas, es claro que, inconforme con su pago se 
encuentra conminada a poner en movimiento los mecanismos de defensa, en la especie, el juicio de 
nulidad impetrado, y de ahí que le derive el carácter de autoridad demandada a la señalada secretaría, 
en virtud de que contrario a lo que manifiesta, se encuentra ejecutando el cobro de las infracciones 
señalada en líneas anteriores, atendiendo a lo establecido por el artículo 3 fracción II, de la Ley de 
Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, que establece que el demandado, tendrá ese carácter 
cuando la autoridad dicte u ordene, ejecute o trate de ejecutar la resolución o tramite el procedimiento 
impugnado. 

 
Finalmente, este Juzgador se avoca al estudio de la causal de improcedencia hecha valer por la 

autoridad demandada del Ayuntamiento de Guadalajara, y que se hizo consistir en la hipótesis jurídica 
prevista por la fracción I del artículo 29 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, 
respecto de la cual, sostiene esencialmente que el promovente no acredita fehacientemente su interés 
jurídico en el presente juicio, en virtud de que fue omiso en adjuntar la factura del vehículo infraccionado, 
o documento alguno con el que acredite ser propietario del mismo.  

 
En primer término, es importante destacar que tratándose del juicio de nulidad en materia 

administrativa, el interés jurídico, como noción fundamental, lo constituye la existencia o actualización de 
un derecho subjetivo jurídicamente tutelado que puede afectarse, ya sea por la violación de ese derecho, 
o bien, por el desconocimiento del mismo por virtud de un acto de autoridad; de ahí que sólo el titular de 
algún derecho legítimamente protegible pueda acudir ante este órgano jurisdiccional a solicitar la nulidad 
de la resolución que le cause agravio, supuesto que en la especie si aconteció, toda vez que, que del 
material probatorio aportado por el demandante, y de diversas constancias que integran el presente juicio 
se desprende que diversas autoridad demandadas le reconocieron el carácter de propietario del vehículo 
automotor, quedando plenamente acreditado el interés jurídico del actor. El criterio anterior encuentra 
sustento en la aplicación, por analogía y en lo conducente, de la tesis que a la letra refiere:  

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2006923  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 8, Julio de 2014, Tomo II  

Materia(s): Administrativa 

Tesis: (III Región)4o.47 A (10a.), Página: 1167  

 

INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA CÉDULA DE 

NOTIFICACIÓN DE UNA INFRACCIÓN EN MATERIA DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE Y LA 

TARJETA DE CIRCULACIÓN SON SUFICIENTES PARA ACREDITARLO CUANDO SE DEMANDA 

LA NULIDAD DE AQUÉLLA Y NO SE TRATE DE UNA CONDUCTA PROPIA E INHERENTE 

ÚNICAMENTE AL PROPIETARIO DEL VEHÍCULO INVOLUCRADO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 

DE JALISCO). 

 

La cédula de notificación de una infracción en materia de movilidad y 

transporte y la tarjeta de circulación son suficientes para acreditar el 

interés jurídico en el juicio contencioso administrativo en el que se 

demanda la nulidad de aquélla, sin que resulte indispensable acreditar la 

propiedad del vehículo involucrado, si la infracción no deriva de una 
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conducta propia e inherente únicamente a su propietario, sino que atañe al 

responsable de su movilización terrestre. Lo anterior es así, pues de 

conformidad con el artículo 174 de la Ley de Movilidad y Transporte del 

Estado de Jalisco, las infracciones a las que se refiere dicha legislación 

son aplicables tanto al conductor como al propietario del vehículo y, en 

todo caso, ambos están obligados a responder de forma solidaria por el 

pago de la sanción correspondiente. No siendo aplicable, ni 

analógicamente, la jurisprudencia 1a./J. 61/2007, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, 

julio de 2007, página 175, de rubro: "TARJETA DE CIRCULACIÓN VEHICULAR. NO 

ES UN DOCUMENTO IDÓNEO, POR SÍ MISMO, PARA ACREDITAR EL INTERÉS JURÍDICO 

DE QUIEN PROMUEVE EL JUICIO DE AMPARO EN CALIDAD DE PROPIETARIO DEL 

VEHÍCULO AUTOMOTRIZ A QUE SE REFIERE.", en virtud de que trata un tema 

distinto; la manera de acreditar el interés jurídico en el juicio de 

amparo en el que se reclame el embargo trabado sobre un vehículo 

automotriz, en el que se establece que, por afectar el derecho de 

propiedad del quejoso, debe demostrarse que éste es su titular. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA TERCERA 

REGIÓN, CON RESIDENCIA EN GUADALAJARA, JALISCO. 

 
 

Sin que de oficio se advierta la existencia de diversas causales de improcedencia que impidan a 
este Juzgador avocarse al estudio del fondo de la Litis planteada, y de conformidad con lo previsto por el 
arábigo 73 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, esta Sexta Sala Unitaria procede al 
análisis de los conceptos de impugnación vertidos por el accionante.  
 
 Ahora bien, este Juzgador se avocará al estudio de la Litis planteada en dos tiempos, el primero 
de ellos por lo que ve a diversas resoluciones que fueron exhibidas por las autoridades, y respecto las 
cuales la parte actora no amplió su demanda respecto de dichos actos, consecuentemente por lo que ve 
a las resoluciones que no fueron exhibidas por las autoridades demandadas. 
 

Ahora bien, en su escrito inicial de demanda, el accionante manifestó expresamente el 
desconocimiento de las resoluciones impugnadas, puesto que se enteró únicamente de su existencia el 
día 5 cinco de julio del año 2016 dos mil dieciséis, al momento de acudir a instalaciones de la Secretaría 
de Planeación Administración y Finanzas del Gobierno del Estado de Jalisco, motivo por el cual acudió 
ante las autoridades demandadas a  solicitar la expedición de los actos combatidos y hacerse conocedor 
de su contenido. 
 
 Por lo que ve al requerimiento efectuado por esta Sala Unitaria a la Secretaría de Planeación, 
Administración y Finanzas del Gobierno del Estado de Jalisco, debe decirse que fue debidamente 
atendido por la señalada autoridad. a través de su escrito de contestación de demanda, pues anexa a su 
ocurso de contestación de demanda, el Requerimiento identificado con el número de folio 
M416004062847, motivo por el cual, esta Sexta Sala mediante auto de fecha 4 cuatro de abril del año 
2017 dos mil diecisiete, otorgó a la parte actora el término de 10 diez días para formular su ampliación de 
demanda, sin que dicha ampliación haya sido promovida, por lo cual los argumentos esgrimidos en el 
escrito inicial de demanda, resultan insuficientes, ya que de manera alguna combate los fundamentos y 
motivos expresados en el acto de referencia, por tanto lo argumentado en la demanda inicial a la postre 
resulta insuficiente para combatir la legalidad del acto impugnado en el presente juicio citado en líneas 
anteriores, ello con apoyo en el criterio que a continuación se reproduce:  
 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2005604  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III  

Materia(s): Administrativa  

Tesis: VII.1o.A.7 A (10a.)  

Página: 2625  

 

RESOLUCIÓN IMPUGNADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

FEDERAL. LA SALA NO DEBE ANALIZAR LOS CONCEPTOS DE ANULACIÓN 

GENÉRICOS FORMULADOS EN LA DEMANDA INICIAL, SI AL CONTESTAR LA 

AUTORIDAD SE CORROBORA QUE EL ACTOR LA DESCONOCÍA Y ÉSTE OMITE SU 

AMPLIACIÓN O SE LE DESECHA. 

Cuando el actor en un juicio contencioso administrativo niega lisa 

y llanamente conocer la resolución impugnada, afirmando que no le 

ha sido notificada y, no obstante lo anterior formula conceptos de 

anulación genéricos en su contra, si al dar contestación, la 

autoridad demandada acepta esa omisión y exhibe únicamente dicha 

resolución, se actualiza el supuesto de la fracción II del 
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artículo 16 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, en el sentido de que el actor debe controvertirla 

en ampliación de la demanda, dado que al conocer sus motivos y 

fundamentos hasta la referida etapa procesal, no estaba en aptitud 

de refutarlos desde su libelo inicial. En tales condiciones, si el 

actor omite la ampliación de su demanda o se le desecha ésta, 

precluye su derecho para impugnar la resolución, sin que resulte 

válido que la Sala analice los conceptos de impugnación formulados 

desde el libelo inicial, ya que al ser un hecho incontrovertido 

que el actor desconocía esa resolución, no estaba en aptitud 

lógica ni jurídica para objetar su legalidad, aun cuando lo 

hiciera bajo argumentos genéricos, por lo que deben prevalecer los 

motivos y fundamentos que la sustentan, por inatacados. Lo 

anterior no contraviene la jurisprudencia 2a./J. 106/2013 (10a.), 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Décima Época, Libro XXIII, Tomo 2, agosto de 2013, página 930, de 

rubro: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LA SALA DEBE 

EXAMINAR LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN FORMULADOS EN EL ESCRITO 

INICIAL DE DEMANDA CONTRA LA RESOLUCIÓN COMBATIDA, AUN CUANDO LA 

ACTORA MANIFIESTE DESCONOCERLA.", pues ésta se apoya en una 

premisa distinta, inaplicable al caso, relativa a que durante el 

juicio administrativo se destruyó la afirmación del actor, 

plasmada en la demanda inicial, en el sentido de que desconocía la 

resolución impugnada, por haber resultado legal su notificación, y 

al evidenciarse que la conocía previamente a la formulación de la 

demanda inicial sí estaba en aptitud de controvertirla en ésta. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 

Revisión fiscal 149/2013. Titular de la Jefatura de los Servicios 

Jurídicos y representante legal de la Subdelegación Coatzacoalcos, 

órgano operativo de la Delegación Regional Veracruz Sur, del 

Instituto Mexicano del Seguro Social. 4 de septiembre de 2013. 

Unanimidad de votos. Ponente: Luis García Sedas. Secretaria: Carla 

González Dehesa. 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 

horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2012189  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 33, Agosto de 2016, Tomo II  

Materia(s): Administrativa, Administrativa  

Tesis: 2a./J. 86/2016 (10a.)  

Página: 1124  

 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SI EL ACTOR NIEGA CONOCER EL 

ACTO IMPUGNADO Y SU NOTIFICACIÓN, Y LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA 

DEMANDA EXHIBE CONSTANCIA DE LA RESOLUCIÓN, PERO RECONOCE NO 

HABERLA NOTIFICADO, ELLO NO CONDUCE A DECRETAR SU NULIDAD LISA Y 

LLANA. 

 

En términos de los artículos 16, fracciones II y III, y 17 de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, si en un 

juicio contencioso administrativo el actor niega conocer la 

resolución administrativa que pretende impugnar así lo expresará 

en su demanda y, al contestarla, la autoridad acompañará 

constancia de la resolución administrativa y de su notificación, 

las cuales puede combatir el actor mediante ampliación de la 

demanda; debiendo estudiarse los conceptos de impugnación 

expresados contra la notificación, en forma previa al examen de 

los agravios expresados contra la resolución administrativa, y si 

se resuelve que no hubo notificación, se considerará que el actor 

fue sabedor de la resolución administrativa desde la fecha en que 

se le dio a conocer. En este sentido, no se deja en estado de 

indefensión al accionante, pues pese a que la autoridad demandada 

no haya notificado la resolución impugnada, lo cierto es que al 

dársele vista con el oficio de contestación de la demanda y la 

constancia del acto combatido, se le tiene como conocedor de éste 
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y podrá reclamarlo en la ampliación a la demanda; por tanto, la 

omisión de la demandada en el juicio contencioso administrativo de 

exhibir la constancia de notificación de la resolución, por sí 

sola, no conduce a declarar la nulidad lisa y llana de los actos 

impugnados, pues ello será motivo de pronunciamiento por el 

ponente o la Sala, según sea el caso. 

 

Contradicción de tesis 104/2016. Entre las sustentadas por el 

Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito y el Pleno del Trigésimo Circuito. 15 de junio de 

2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 

Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 

Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna 

Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Eduardo Medina Mora I. 

Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

Tesis PC.XXX. J/7 A (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO EL ACTOR NIEGA CONOCER EL ACTO 

IMPUGNADO Y LA AUTORIDAD, AL CONTESTAR LA DEMANDA, AFIRMA SU 

EXISTENCIA Y EXHIBE EL DOCUMENTO ORIGINAL O COPIA CERTIFICADA, 

PERO SEÑALA NO HABER EFECTUADO LA NOTIFICACIÓN RESPECTIVA, DEBE 

DECRETARSE SU NULIDAD LISA Y LLANA.", aprobada por el Pleno del 

Trigésimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 4 de abril de 2014 a las 10:40 horas, y en 

la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 

Libro 5, Tomo II, abril de 2014, página 1186, y 

 

El sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 

489/2015. 

 

Tesis de jurisprudencia 86/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda 

Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de 

junio de dos mil dieciséis. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 5 de agosto de 2016 a las 10:05 

horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 

considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de agosto 

de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del 

Acuerdo General Plenario 19/2013. 

 

 
 
 Ahora bien, es oportuno precisar que, de conformidad con diversos criterios sostenidos por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuando en el juicio contencioso administrativo el demandante 
manifiesta en su demanda desconocer el acto administrativo impugnado, es obligación de la autoridad 
demandada exhibir constancia de su existencia y de su notificación al momento de contestarla, con la 
finalidad de que aquél pueda controvertirlas a través de la ampliación de demanda correspondiente.  
 
 

Época: Novena Época;  

Registro: 170712;  

Instancia: Segunda Sala;  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia;  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo 

XXVI, Diciembre de 2007;  

Materia(s): Administrativa  

Tesis: 2a./J. 209/2007,  

Página: 203  

 

JUICIO DE NULIDAD. SI EL ACTOR NIEGA CONOCER EL ACTO 

ADMINISTRATIVO IMPUGNADO, LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA 

DEBE EXHIBIR CONSTANCIA DE ÉSTE Y DE SU NOTIFICACIÓN. 

Si bien es cierto que el artículo 68 del Código Fiscal de la 

Federación contiene el principio de presunción de legalidad de 

los actos y las resoluciones de las autoridades fiscales, también 

lo es que el propio precepto establece la excepción consistente 

en que la autoridad debe probar los hechos que motiven los actos 

o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente. 

De ahí que el artículo 209 bis, fracción II, del indicado Código, 

vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (cuyo contenido 

sustancial reproduce el artículo 16, fracción II, de la Ley 
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Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) disponga 

que, cuando el actor en el juicio contencioso administrativo 

niegue conocer el acto administrativo impugnado, porque no le fue 

notificado o lo fue ilegalmente, así lo debe expresar en su 

demanda, señalando la autoridad a quien atribuye el acto, su 

notificación o su ejecución, lo que genera la obligación a cargo 

de la autoridad correspondiente de exhibir al contestar la 

demanda, constancia del acto administrativo de que se trate y de 

su notificación, para que el actor tenga oportunidad de 

combatirlos en la ampliación de la demanda. Lo anterior, porque 

al establecerse tal obligación para la autoridad administrativa, 

el legislador previó la existencia de un derecho a favor del 

contribuyente, a fin de que durante el procedimiento contencioso 

administrativo se respete su garantía de audiencia y, por ende, 

los principios de certidumbre y de seguridad jurídica de los que 

debe gozar, contenidos en los artículos 14 y 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, evitando 

así que quede sin defensa ante la imposibilidad legal de combatir 

actos autoritarios de molestia de los que argumenta no tener 

conocimiento, máxime que según lo ha sostenido la Segunda Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación al interpretar los 

artículos 207 y 210 del mismo ordenamiento fiscal, el Magistrado 

instructor, al acordar sobre la admisión del escrito por el que 

se contesta la demanda de nulidad, debe otorgar a la actora el 

plazo de 20 días para ampliarla, pues de lo contrario se le 

dejaría en estado de indefensión al proscribir su derecho a 

controvertir aquellas cuestiones que desconoce o que la demandada 

introduce en su contestación. 

 

 
 En tales condiciones, tal como se señaló con anterioridad es que mediante el auto admisorio, 
ésta Sala requirió a la autoridad demandada para que, al momento de producir contestación a la 
demanda entablada en su contra, exhibiera la copia certificada de la resolución combatida, para efecto de 
que el accionante tuviera conocimiento de la misma y se encontrara en aptitud de combatirla mediante la 
ampliación de demanda correspondiente. Tal y como consta de las presentes actuaciones, la autoridad 
demandada, remitió la copia debidamente certificada del Requerimiento identificado con el número de 
folio M416004062847, por lo que éste Juzgador ordenó correr traslado al demandante, para que realizara 
la ampliación de demanda.  
 
 No obstante lo anterior, el demandante no ejerció su derecho a formular su ampliación de 
demanda y ante tal circunstancia, al no haber controvertido en forma alguna y mucho menos especifica 
los fundamentos legales, la conducta imputada al promovente y los motivos por los cuales se le impuso la 
respectiva infracción, y al no haber efectuado conceptos de anulación en contra del documento que en su 
escrito inicial de demanda manifestó desconocer, desatendiendo la oportunidad procesal de hacerlo, 
resulta procedente reconocer la validez de la misma.  
 

 Debe precisarse que los procedimientos en materia administrativa deben ser apegados a estricto 
derecho y por tanto, no puede suplirse la deficiencia de la queja ante los planteamientos jurídicos 
efectuados formalmente y en el caso particular, la actora no atacó en forma alguna y mucho menos 
contundente las determinaciones, fundamentos, motivos generales y específicos plasmados en la cédula 
de notificación de infracción controvertida en esta Instancia Judicial.  
 
 Así mismo, debe decirse que los actos de autoridad están investidos de una presunción de 
validez que debe ser destruida en el juicio administrativo. Por tanto, cuando la parte actora no señala ni 
concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, su pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto 
no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones 
decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia 
entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y 
concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen deben, 
invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se 
sustentan los actos reclamados, y bajo esa tesitura, la presunción de legalidad de la resolución 
impugnada no fue desvirtuada por el accionante, debiéndose reconocer la validez del Requerimiento 
identificado con el número de folio M416004062847. 
 

 
Ahora bien, una vez estudiado la Litis respecto del Requerimiento identificado con el número de 

folio M416004062847, el presente Magistrado estima conducente abordar el estudio respectos de 
aquellos actos que no fueron aportados por diversas autoridades, así como de sus consecuencias 
jurídicas 
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En un primer orden de ideas, este Juzgador se avoca al primero concepto de impugnación hecho 

valer por el actor en el escrito de demanda, en el cual la parte actora, en esencia, manifestó desconocer y 
negó lisa y llanamente la existencia de los actos administrativos impugnados, consistentes en las 
Cédulas de Notificación de Infracción con números de folio: 239396399, 246385181, 254157813, 
234329669, 234649574, 237182413, 236090795 y 6626376, emitidas por personal adscrito a la 
Secretaría de Movilidad del Gobierno del Estado de Jalisco y por personal adscrito a la Dirección de 
Movilidad y Transporte del H. Ayuntamiento de Guadalajara, Jalisco, y solicitó que, al momento de dar 
contestación, las autoridades demandadas acompañaran los medios de convicción idóneos para 
acreditar que en realidad existen las resoluciones impugnadas.  
 
 Ahora bien, mediante el auto dictado el día 3 tres de octubre del año 2016 dos mil dieciséis, esta 
Sexta Sala Unitaria requirió a las demandadas en cita para el efecto de que remitiera al presente juicio 
copias certificadas de las resoluciones impugnadas señaladas en el párrafo anterior, requerimiento que 
no fue cumplido por el SECRETARIO DE MOVILIDAD DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE JALISCO, y 
el DIRECTOR DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE DEL H. AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL DE 
GUADALAJARA, JALISCO, no obstante que, de conformidad con diversos criterios sostenidos por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, al momento de contestar las demandas se encontraban 
obligadas a exhibir la totalidad de las constancias que acreditaran la existencia de todas las resoluciones 
impugnadas así como aquellas relativas a su notificación, en consecuencia, dicha omisión conlleva la 
declaración de la nulidad lisa y llana de las cédulas de infracción impugnadas, en razón, insístase, por no 
ofrecer los medios necesarios para acreditar la existencia de las cédulas de notificación de infracción 
atribuidas al vehículo con placas de circulación JMB7757. Robustecen el criterio adoptado por esta Sala, 
aplicadas por analogía y en lo conducente, las siguientes Jurisprudencias: 
 
 

Época: Novena Época. Registro: 170712  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 

XXVI, Diciembre de 2007  

Materia(s): Administrativa  

Tesis: 2a./J. 209/2007, Página: 203  

 

JUICIO DE NULIDAD. SI EL ACTOR NIEGA CONOCER EL ACTO 

ADMINISTRATIVO IMPUGNADO, LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA 

DEBE EXHIBIR CONSTANCIA DE ÉSTE Y DE SU NOTIFICACIÓN. 

 

Si bien es cierto que el artículo 68 del Código Fiscal de la 

Federación contiene el principio de presunción de legalidad de los 

actos y las resoluciones de las autoridades fiscales, también lo 

es que el propio precepto establece la excepción consistente en 

que la autoridad debe probar los hechos que motiven los actos o 

resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente. De 

ahí que el artículo 209 bis, fracción II, del indicado Código, 

vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (cuyo contenido 

sustancial reproduce el artículo 16, fracción II, de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) disponga que, 

cuando el actor en el juicio contencioso administrativo niegue 

conocer el acto administrativo impugnado, porque no le fue 

notificado o lo fue ilegalmente, así lo debe expresar en su 

demanda, señalando la autoridad a quien atribuye el acto, su 

notificación o su ejecución, lo que genera la obligación a cargo 

de la autoridad correspondiente de exhibir al contestar la 

demanda, constancia del acto administrativo de que se trate y de 

su notificación, para que el actor tenga oportunidad de 

combatirlos en la ampliación de la demanda. Lo anterior, porque al 

establecerse tal obligación para la autoridad administrativa, el 

legislador previó la existencia de un derecho a favor del 

contribuyente, a fin de que durante el procedimiento contencioso 

administrativo se respete su garantía de audiencia y, por ende, 

los principios de certidumbre y de seguridad jurídica de los que 

debe gozar, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, evitando así que quede 

sin defensa ante la imposibilidad legal de combatir actos 

autoritarios de molestia de los que argumenta no tener 

conocimiento, máxime que según lo ha sostenido la Segunda Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación al interpretar los 

artículos 207 y 210 del mismo ordenamiento fiscal, el Magistrado 

instructor, al acordar sobre la admisión del escrito por el que se 

contesta la demanda de nulidad, debe otorgar a la actora el plazo 
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de 20 días para ampliarla, pues de lo contrario se le dejaría en 

estado de indefensión al proscribir su derecho a controvertir 

aquellas cuestiones que desconoce o que la demandada introduce en 

su contestación. 

 

Contradicción de tesis 188/2007-SS. Suscitada entre el Primero y 

Segundo Tribunales Colegiados, ambos en Materia Administrativa del 

Sexto Circuito. 10 de octubre de 2007. Cinco votos. Ponente: 

Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Eduardo Delgado 

Durán. 

 

 

 

Época: Décima Época. Registro: 160591 

Instancia: SEGUNDA SALA 

TipoTesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Localización: Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 4. Materia(s): 

Administrativa 

Tesis: 2a./J. 173/2011 (9a.) Pag. 2645 

 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CUANDO NO SE ACREDITA EN EL 

JUICIO RESPECTIVO LA EXISTENCIA DE LAS RESOLUCIONES 

ADMINISTRATIVAS IMPUGNADAS DEBE DECLARARSE SU NULIDAD LISA Y 

LLANA. 

Ha sido criterio de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 

que si en el juicio contencioso administrativo federal el actor 

manifiesta en su demanda desconocer el acto administrativo 

impugnado, es obligación de la autoridad demandada exhibir 

constancia de su existencia y de su notificación al momento de 

contestarla, con la finalidad de que aquél pueda controvertirlas a 

través de la ampliación correspondiente; por tanto, si la 

autoridad omite anexar los documentos respectivos en el momento 

procesal oportuno, es indudable que no se acredita su existencia, 

omisión que conlleva, por sí, la declaratoria de nulidad lisa y 

llana de las resoluciones impugnadas por carecer de los requisitos 

de fundamentación y motivación a que se refiere el artículo 16 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

SEGUNDA SALA 

 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 169/2011. Entre las sustentadas por los 

Tribunales Colegiados Noveno, Décimo Quinto y Décimo Séptimo, 

todos en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Primer 

Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del 

Décimo Primer Circuito. 13 de julio de 2011. Unanimidad de cuatro 

votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio 

Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Armida Buenrostro Martínez. 

 

Tesis de jurisprudencia 173/2011 (9a.). Aprobada por la Segunda 

Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de 

octubre de dos mil once. 

 
 
 
 En virtud de lo anterior, habiendo resultado procedente el concepto de nulidad en estudio para 
declarar la nulidad lisa y llana de las Cédula de Notificación de Infracción con número de folio: 
239396399, 246385181, 254157813, 234329669, 234649574, 237182413, 236090795 y 6626376, por 
personal adscrito a la Secretaría de Movilidad del Gobierno del Estado de Jalisco y por personal adscrito 
a la Dirección de Movilidad y Transporte del H. Ayuntamiento de Guadalajara, Jalisco. 
Consecuentemente esta Sexta Sala Unitaria tiene a bien declarar la nulidad lisa y llana de los accesorios 
derivados de las mismas, como resultan ser en la especie los Requerimientos de Pago y Embargo con 
números de folio M615004135036, M616004024102 y M616004024267, por los argumentos y 
razonamientos expresados en el presente apartado. Resultando aplicable al caso en particular la 
siguiente Jurisprudencia:  
 
 

Época: Séptima Época  

Registro: 252103  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Volumen 121-126, Sexta Parte  

Materia(s): Común; Página: 280  



 
 
 
 
 
 
 
 

 
Jesús García 2427 / C.P. 44657 / Guadalajara, Jal. / Tel: (33) 3648-1670 y 3648-1679 / e-mail: tadmvo@tjajal.org 

 

SEXTA SALA UNITARIA 

 

 

EXPEDIENTE: 1713/2016 

Página 12 de 13 

 

ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. 

Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta 

inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, 

o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también 

inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor 

legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, 

cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra 

parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta 

irregular, al otorgar a tales actos valor legal. 

 

Declarada la nulidad de los actos controvertidos, y analizado que fueron los Recibos Oficiales de 
Pago números A29627518 y A29627519, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 76 de la Ley de 
Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, se ordena a la autoridad demandada, Secretario de 
Planeación, Administración y Finanzas del Gobierno del Estado de Jalisco, restituir al particular en el 
goce de sus derechos violentados, efectuando la devolución de la cantidad enterada por la parte actora 
por concepto de los multicitados actos, mismas que, según se desprende del citado documento, asciende 
al monto de $6,556.00 (Seis mil quinientos cincuenta y seis pesos 00/100 M.N.). 
 
 Por lo expuesto en párrafos anteriores, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1, 2, 3, 
4, 5, 10 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, así como los 
artículos 72, 73, 74 fracción I y II, 75 fracción II y 76 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 
Jalisco, es de resolverse la presente controversia a través de las siguientes:  
 
 

P R O P O S I C I O N E S: 
 

 
 PRIMERA. La competencia de esta Sexta Sala Unitaria del Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado de Jalisco, para conocer y resolver de la presente controversia, así como la personalidad, la 
capacidad de las partes y la procedencia de la vía Administrativa elegida han quedado debidamente 
acreditadas en autos.  
 
 
 SEGUNDA. La parte actora, el ciudadano ******************************, en su carácter de 
GERENTE GENERAL de la sociedad Mercantil denominada “GDLEASING S.A. DE C.V.”, acreditó 
parcialmente los elementos constitutivos de su acción, en tanto que las autoridades demandadas 
SECRETARIO DE MOVILIDAD, el SECRETARIO DE PLANEACIÓN, ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, 
AMBOS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE JALISCO, y al DIRECTOR DE MOVILIDAD Y 
TRANSPORTE DEL H. AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL DE GUADALAJARA, JALISCO, no 
justificaron debidamente sus excepciones y defensas, en consecuencia:  
 
 

TERCERA. Se reconoce la validez de la resolución impugnada, mismas que se hizo consistir en 
el Requerimiento identificado con el número de folio M416004062847, por los razonamientos, 
fundamentos y consideraciones vertidas en el considerando VII de la presente resolución. 
  

 
CUARTA. Se declara la nulidad lisa y llana de las resoluciones impugnadas que se hicieron 

consistir en las cédulas de notificación de infracción con números de folio: 239396399, 246385181, 
254157813, 234329669, 234649574, 237182413, 236090795 y 6626376, por los razonamientos, 
fundamentos y consideraciones vertidas en el considerando VII de la presente resolución.  
 
 

QUINTA. Se ordena a la autoridad demandada, Secretario de Planeación, Administración y 
Finanzas del Gobierno del Estado de Jalisco, restituir al particular en el goce de sus derechos 
violentados, efectuando la devolución de la cantidad enterada por la parte actora por concepto de los 
multicitados actos, misma que, según se desprende del Recibo Oficial de Pago número A29081371, 
asciende al monto de $6,556.00 (Seis mil quinientos cincuenta y seis pesos 00/100 M.N.). 

 
 

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE. 
 
 
 Así lo resolvió la SEXTA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
DEL ESTADO DE JALISCO, por conducto del ciudadano MAGISTRADO PRESIDENTE MAESTRO 
ALBERTO BARBA GÓMEZ, ante el SECRETARIO DE SALA LICENCIADO VÍCTOR GERARDO 
GUARDIOLA PLASCENCIA, que autoriza y da fe.  
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La Sexta Sala, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 20 y 21 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus municipios; 3 
fracción IX de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 
Estado de Jalisco; Cuadragésimo Octavo, Cuadragésimo Noveno y Quincuagésimo de los 
Lineamientos Generales en Materia de Clasificación de Información Pública, que deberán de 
observar los Sujetos Obligados previstos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Jalisco; Décimo Quinto, Décimo Sexto y Décimo Séptimo de los 
Lineamentos Generales para la Protección de la Información Confidencial y Reservada que 
deberán observar los Sujetos Obligados previsto en la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Jalisco y sus municipios; indica que fueron suprimidos de la 
versión pública de la presente sentencia (nombre del actor, representante legal, domicilio de la 
parte actora, etc.), información considerada legalmente como confidencial, por actualizar lo 
señalado en dichos supuestos normativos. 
 


